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A  S.E. EL


PRESIDENTE DEL


H.  SENADO














	VALPARAISO,  13 de abril de 2000.








	Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente








                     PROYECTO DE LEY:





	"Artículo 1°.- Corresponde al Estado la elaboración de las políticas públicas de prevención y asistencia que promuevan todas las condiciones institucionales, sanitarias, culturales y sociales en general que sean necesarias a fin de impedir y controlar la extensión de la infección causada por el virus de inmunodeficiencia humana (VIH), que da origen a la pandemia del síndrome de inmunodeficiencia adquirida (SIDA) en Chile, así como las destinadas a disminuir su impacto psicológico, económico y social en la población.





	Asimismo, esta ley tiene por objeto asegurar a cualquier persona que viva con el virus de inmunodeficiencia humana el igualitario goce y ejercicio de sus derechos, impidiendo cualquier forma de discriminación en su contra.


	Artículo 2°.- Las políticas públicas deberán ser elaboradas y ejecutadas intersectorialmente, bajo la dirección y orientación técnica del Ministerio de Salud.





	Los contenidos de tales políticas públicas deberán perseguir siempre la promoción, garantía y respeto de los derechos fundamentales de las personas que vivan con el virus de inmunodeficiencia humana o de sus parientes.  En tal sentido, no podrán contener ni permitir elementos o acciones que involucren un menoscabo de la honra o dignidad de ninguna persona o grupo de personas, o que constituyan una discriminación en su contra en razón de vivir con el virus de inmunodeficiencia humana.





	Tales políticas deberán elaborarse y ejecutarse teniendo en cuenta los resultados y avances de la investigación científica, considerando las constataciones, resoluciones y recomendaciones de las organizaciones internacionales competentes en la materia.





	Asimismo, en la elaboración, ejecución y evaluación de tales políticas, se considerará la participación de la sociedad a través de sus organizaciones, la que se realizará mediante los canales y procedimientos que se establezcan al efecto.  Corresponderá al reglamento de esta ley establecer los canales y formas que ella asumirá.


	El Estado deberá elaborar y ejecutar políticas de prevención, protección y asistencia específicas para los grupos de mayor vulnerabilidad, de acuerdo con la realidad epidemiológica nacional.





	Artículo 3°.-  En lo referente a los menores, las políticas a que se refieren los artículos anteriores deberán propender a mantenerlos dentro del medio familiar.





	Sólo en situaciones de excepción calificada, tales como imposibilidad de tratamiento ambulatorio, negativa de los padres o guardadores a dicho tratamiento, y siempre que aparezca que éste no podrá realizarse sino a través de la internación, dichas políticas podrán considerar medidas especiales de internación en establecimientos que aseguren su oportuna e integral atención.





	Sin perjuicio de lo señalado anteriormente, será aplicable, en lo pertinente, la Convención Internacional de los Derechos del Niño.





	Artículo 4°.- El Estado deberá elaborar y ejecutar políticas de prevención, protección y asistencia específica para la mujer.





	Artículo 5°.- El Estado arbitrará las acciones que sean necesarias para llevar a conocimiento de la población las características del VIH/SIDA, las posibles causas o medios de transmisión, así como también las medidas científicamente comprobadas como eficaces para su prevención y tratamiento, de acuerdo con la realidad epidemiológica nacional, respetando, en todo caso, la libre decisión de las personas.





	El Estado deberá informar a la población sobre los programas públicos de asistencia y prevención existentes, así como promover el conocimiento de los derechos, beneficios y responsabilidades de las personas que vivan con el virus de inmunodeficiencia humana.





	Artículo 6°.-  El Estado deberá velar por la atención de salud de las personas que vivan con el virus de inmunodeficiencia humana, en el marco de las políticas públicas que sean definidas conforme al artículo 2°.





	En todo caso, deberán proporcionarse a los beneficiarios de la ley N° 18.469, de acuerdo con lo previsto en esa normativa, las prestaciones de salud que ellos requieran.





	Artículo 7°.-  A fin de prevenir y controlar la extensión de la pandemia del VIH/SIDA, el Estado promoverá las acciones necesarias que permitan la investigación científica adecuada y oportuna acerca de sus causas, características, evolución y efectos en nuestro país, la que servirá de base para la elaboración de las políticas públicas y privadas  en la materia.





	Artículo 8°.-  El Estado de Chile reconoce y acoge la cooperación que la comunidad internacional pueda realizar a favor de los esfuerzos nacionales, públicos y privados, destinados a la prevención y control de esta pandemia.





	Artículo 9°.- Todo examen de detección del virus de inmunodeficiencia humana será siempre confidencial y voluntario, debiendo constar por escrito la voluntad del interesado o de su representante legal.  El examen de detección se realizará previa información a éstos acerca de las características, naturaleza y consecuencias que para la salud implica la infección causada por dicho virus, así como de las medidas preventivas científicamente comprobadas como eficaces.





	La entrega de los resultados deberá efectuarse siempre personal y reservadamente al interesado o a su representante legal, a través de personal debidamente capacitado para tal efecto.


	El Ministerio de Salud reglamentará los procedimientos destinados a proporcionar la información enunciada en los incisos anteriores, así como la forma de resguardar la privacidad y confidencialidad de ésta.





	Artículo 10.-  No podrá condicionarse la contratación de trabajadores, ni su permanencia o renovación de contrato, ni su promoción, a los resultados del examen destinado a detectar la presencia del virus de inmunodeficiencia humana, como tampoco exigir para dichos fines la realización del mencionado examen.





	De igual manera, no podrá condicionarse el ingreso a un establecimiento educacional, ni la permanencia o promoción de sus alumnos, a la circunstancia de encontrarse afectados por el virus de inmunodeficiencia humana.  Tampoco podrá exigirse la realización o presentación del referido examen para tales efectos.





	Asimismo, ningún establecimiento de salud, público o privado, cuando sea requerida su intervención de acuerdo con la ley, podrá negar el ingreso o atención a personas que vivan con el virus de inmunodeficiencia humana o condicionar lo anterior a la realización o presentación de resultados del referido examen.


	Artículo 11.- La infracción del artículo 9° será sancionada con multa a beneficio fiscal de 3 a 10 unidades tributarias mensuales.





	En caso de que esta infracción fuese cometida por dos o más personas, podrá condenarse a cada una de ellas a responder solidariamente de la totalidad de los perjuicios causados al afectado, sin perjuicio del derecho a repetir, según las reglas generales.





	Artículo 12.-   En caso de infracciones del artículo 10, la multa a beneficio fiscal será de 10 a 50 unidades tributarias mensuales.





	En estos casos, los directores y propietarios de las entidades públicas o privadas señaladas en el artículo 10 serán solidariamente responsables de las multas y de la indemnización de los perjuicios que de ellas se originen.





	Artículo 13.- En caso de reincidencia en las infracciones señaladas, los montos mínimos y máximos de las multas establecidas en los artículos precedentes se duplicarán.





	Artículo 14.- Tratándose de los funcionarios de la Administración del Estado, las sanciones establecidas en los artículos anteriores se aplicarán sin perjuicio de la responsabilidad administrativa que pudiere corresponderles, conforme con el estatuto que los rija.


	Artículo 15.- Será competente para conocer de las infracciones de esta ley el juez civil correspondiente al domicilio del afectado, ajustándose a las normas del procedimiento sumario, del Título XI del Libro III del Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio de la competencia que corresponda a los juzgados del trabajo en los casos de terminación del contrato de trabajo.





	Artículo 16.- El gasto que involucre la aplicación de esta ley será financiado con cargo a los recursos anualmente asignados en la ley de Presupuestos de la Nación, correspondientes al Ministerio de Salud y a sus servicios.".


                	


               	Dios guarde a V.E.








	





VICTOR JEAME BARRUETO


Presidente de la Cámara de Diputados 























       CARLOS LOYOLA OPAZO


Secretario de la Cámara de Diputados
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